Comisión de Constitución, 


Códigos, Legislación General y Versión Taquigráfica N* 2379 de 
Administración 2004 
S/C 


IMPORTACIÓN DE VEHÍCULOS PARA LA SEGURIDAD 
PÚBLICA 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 14 de abril de 2004 
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PRESIDE: — Señor Representante Felipe Michelini. 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Daniel Díaz Maynard, Luis 
Alberto Lacalle Pou, Margarita Percovich, Diana Saravia Olmos y Jorge Zás Fernández. 


ASISTEN: — Señores Eduardo Chiesa Bordahandy, Ruben H. Díaz, Ronald Pais y Víctor Rossi. 


INVITADOS: Señor Subsecretario del Ministerio del Interior, doctor Alejo Fernández Chaves; doctor 
Guillermo Maciel, Director General de Secretaría; contadora Sonia Seferián, Gerente 
Financiero; Comisario Inspector Rovert Yroa, Director de la Asesoría Técnica en Transporte 
y Subcomisario Joaquín Elizondo, Subdirector de la Asesoría Técnica en Transporte. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el honor de recibir al señor Subsecretario del Interior, doctor Alejo Fernández Chaves; al 
señor Director General de Secretaría, doctor Guillermo Maciel; a la señora Gerenta Financiera, Inspectora 
General, contadora Sonia Seferian, al Director de la Asesoría Técnica en Transporte, señor Rovert Yroa y al 
Subdirector de ese organismo, Subcomisario Joaquín Elizondo. 


Oportunamente, esta Comisión convocó al señor Ministro del Interior, doctor Daniel Borrelli, a los efectos de 
obtener información respecto de la aplicación de la Ley N* 17.453, de 28 de febrero de 2002 y del Decreto 
Reglamentario 407/002. 


SEÑOR ROSSI.- Agradezco al señor Presidente y a los integrantes de la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración la posibilidad de hacer este planteo, a fin de 
profundizar en alguna información que ya habíamos requerido por la vía de los pedidos de informes 
dirigidos a los Ministerios del Interior y de Economía y Finanzas. 


Antes de referirme a este tema, aprovecho la oportunidad para saludar a quienes nos visitan, particularmente 
al señor Subsecretario, quien ha sido un verdadero compañero de trabajo durante todo este período que 


compartimos en la Cámara de Diputados. Quiero desearle el mayor éxito en esta nueva e importante 
responsabilidad y decirle que interpreto su designación como Subsecretario como una expresión que apunta a 
darnos garantías a todos en el sentido de que en 2004, año electoral, las cosas podrán desarrollarse de modo 
de fortalecer el sistema democrático. La personalidad, la forma de ser del doctor Fernández Chaves, a mi 
entender, es un aporte y una contribución en ese sentido. 


Sin embargo, no puedo dejar de decir que hubiera sido conveniente contar con la presencia del señor Ministro 
del Interior, responsable del área y en algún modo continuador de la política de la Cartera, en la medida en 
que fue Subsecretario en el período sobre el que realizaremos las preguntas. Seguramente, él habrá 
participado directamente en muchos de los asuntos que nos interesa comprender mejor. 


El objetivo del planteo de hoy es, precisamente, contar con la información necesaria para luego avanzar en 
conclusiones. En los pocos comentarios públicos que hemos hecho sobre el tema, no hemos adelantado un 
juicio de valor. Pero creemos que nuestra función como legisladores, justamente, es controlar, preguntar e 
interiorizarnos en distintos aspectos que nos preocupan, en este caso, como consecuencia de comentarios, 
versiones y hechos que, inclusive, tomaron estado público y están en otros sectores de la sociedad, como 
seguramente es de conocimiento de los representantes del Ministerio del Interior. 


En el pedido de informes, de fecha 19 de marzo de 2004, dirigido al Ministerio del Interior, se solicitaba: 
"Detallar un listado del total de autos y camionetas desde el año 1999 en adelante, al servicio del Ministerio 
actualmente y el destino del que son objeto.- Indicar cuántos vehículos fueron objeto de recambio desde el 1* 
de marzo de 2000 hasta la fecha.- Después de aprobado el Decreto 407/2002, del 23 de noviembre de 2002, 
reglamentario del Art. 22 de la Ley N* 17.453, cuántos vehículos fueron objeto de recambio, desde entonces 
hasta la fecha.- Detallar, en cada caso, marca, modelo, el mes y año de ingreso a la flota del Ministerio del 
Interior, dependencia en la que sirvió y fecha de recambio o desafectación y empresa proveedora.- Detallar 
unidades recibidas a cambio, características, equipamiento, fecha y destino decidido.- En qué casos el 
recambio se realizó a través del mecanismo de licitación pública e indicar los números de dichos llamados a 
licitación, fechas de realización y empresa adjudicada.- En qué caso no se recurrió a licitación. ¿Por qué 
motivo?.- Señalar si hubo contrapartidas adicionales y cuáles fueron en cada caso". 


Este pedido de informes dirigido al Ministerio del Interior -aspiro recibir las respuestas por parte de los 
visitantes en la mañana de hoy- se complementa con otros pedidos de informes enviados al Ministerio de 
Economía y Finanzas, de fecha 19 de marzo de 2004. En estos caso, se solicita indicar el número y los 
detalles de los vehículos importados por o para el Ministerio de Economía y Finanzas desde el año 2000 a la 
fecha; así como detallar la lista de los vehículos desafectados desde el año 2000 a la fecha por parte del 
Ministerio del Interior, identificados por número de motor o chasis. 


Esto tiene un objeto: nos interesa saber cuál es la flota que se ha movido efectivamente en el Ministerio del 
Interior, cómo ha ingresado -por importación directa o a través de representantes-, y cómo se dispuso. Me 
refiero a cuál es la flota que queda en el Ministerio y cuál se desafectó, porque tal vez se haya liberado, 
comercializándola a terceros. Seguramente, todo esto debe estar registrado. 


Antes de la Ley N* 17.453, de 28 de febrero de 2002, los recambios de flota de los vehículos del Estado se 
realizaban por lo general cada dos años, período que se consideraba razonable como para no tener gastos de 
reparación, cubiertas, baterías, etcétera. Las licitaciones estipulaban la opción del organismo o institución de 
recambiar con la empresa adjudicatoria la flota una vez, sin llamado a licitación, uno por uno o a los dos 
años. Esos vehículos ingresaban exonerados de impuestos y al momento de enajenar o entregar en permuta 
existían dos posibilidades. 


Una de ellas era que la empresa le entregara vehículos cero kilómetro, el organismo entregara los vehículos 
usados en forma de pago y se comercializaran directamente. De esta forma, la diferencia del precio del 
vehículo usado en el mercado y el mismo precio CIF Montevideo era ganancia para la empresa que 
participaba en la transacción. 


La segunda posibilidad era que en el pliego de la licitación se estipulara que la empresa no podía retirar los 
vehículos usados y venderlos directamente sino que debían ser rematados por un rematador idóneo y de su 
confianza. La empresa debía presentar el precio CIF más la comisión por ventas de las unidades a entregar. Si 
el producido del remate superaba el monto de los cero kilómetro, la empresa debía entregar la diferencia de 
dinero al organismo con más vehículos, con servicios o repuestos. De esta manera, la diferencia entre el 


precio de los usados en el mercado y el CIF Montevideo es beneficio de la institución que aumenta la flota o 
gana en crédito para servicios y repuestos. Entonces, lo que no recaudó el Ministerio de Economía y Finanzas 
al ingreso de estos, lo gana el organismo estatal que haya realizado el recambio; la empresa gana igual por la 
comisión razonable por la importación y venta, pero no la diferencia existente por no pagar impuestos. En 
realidad, este segundo mecanismo buscaba evitar la transferencia de exoneraciones de impuestos a 
particulares quienes, legítimamente, hacen la operación comercial buscando la máxima rentabilidad. 


En el artículo 22 de la Ley N* 17.453, promulgada el 28 de febrero de 2002, se obliga a las personas físicas o 
jurídicas que gocen de exoneración tributaria de cualquier tipo para la importación de vehículos de pasajeros 
a pagar IVA e IMESI en la primera enajenación sobre una tasación encargada al Banco de Seguros del Estado 
con excepción del Ministerio del Interior. En el Decreto N* 407/2002, del 23 de noviembre, se reglamenta el 
artículo 22 de la Ley N* 17.453, y en su artículo 2* se define como única excepción a los vehículos del 
Ministerio del Interior afectados a la seguridad pública, aclarándose que se entiende afectados a la seguridad 
pública aquellos vehículos destinados directamente a la prevención y represión de las actividades delictivas. 
Es decir que se trata de esos vehículos, los directamente destinados a la prevención y represión de las 
actividades delictivas, y no de otros que pueda tener el Ministerio del Interior a su servicio, en otras oficinas 
y cumpliendo otras funciones o bien el Poder Ejecutivo en otras áreas del Estado. 


Aproximadamente, desde el año 2002, el Ministerio del Interior está realizando recambios de flotas de 
unidades, a nuestro entender, seminuevas, que no son de patrullaje e investigaciones. Los vehículos usados 
son entregados a las empresas que comercializan directamente al público, que obtienen grandes beneficios. 


Nosotros tenemos ejemplos de esto, aunque en el desarrollo de esta sesión no sé si es conveniente abundar 
con datos y cifras, pero si es necesario doy ejemplos. No solo eso, sino que en algunos casos tengo, por un 
lado, el certificado de ingreso de la Aduana con todos los datos -el vehículos que viene, el precio CIF-, y por 
otro, todo el trámite intermedio, finalizando con el "Gallito Luis", donde se hace la oferta del vehículo. Por lo 
tanto, si no doy los datos es porque no quiero abusar del tiempo de los legisladores. El material está para 
profundizar en el tema, aunque no en su totalidad, pero algunos ejemplos son bastante ilustrativos de cuál es 
nuestra preocupación sobre la que queremos informarnos. 


El hecho es que se genera una diferencia siempre entre la unidad que se recambia, que ingresa exonerada de 
impuestos y con un valor CIF determinado, y el precio de venta en el mercado. Esa diferencia depende, en 
buena medida, del tiempo en que fue utilizado el vehículo y de la función que cumplió. Cuando uno está 
cambiando en el 2004 una unidad del 2003, tiene un valor de mercado importante en el recambio. Cuando se 
cambia una unidad con pocos kilómetros recorridos -hay ejemplos de unidades que se repusieron con muy 
pocos kilómetros, prácticamente, todavía con el olorcito al tapizado nuevo-, alguna razón habrá. Es distinto 
cuando se cambia un patrullero que, por la función que cumple, por el maltrato -no de los funcionarios sino 
de quienes son llevados en la unidad- o por el estilo de tarea que realiza, tiene un desgaste mayor en su 
mecanismo, en su caja de cambios, sufre accidentes, roces, etcétera. Por eso el artículo 2” del Decreto N* 407 
establece este tratamiento especial para los vehículos dirigidos a la vigilancia y a la represión directamente, 
pero no para los demás. 


En los ejemplos con que contamos, por cierto, encontramos unidades que estaban directamente relacionadas 
con la represión, ¿pero saben una cosa? También tenemos información de que hay vehículos, inclusive de 
1999 y de 2000 que no son recambiados no sé si porque su estado es tal que ya ni siquiera se pueden cambiar 
o porque simplemente no se ha priorizado el recambio, mientras que existen ejemplos de vehículos de muy 
poco recorrido, en algunos casos de menos de un año de uso, que se venden. Estas unidades no pagan 
impuestos al enajenarse y no están dedicadas directamente a la prevención y a la represión de actividades 
delictivas, como especifica el decreto. 


En este caso, es lamentable que el Ministerio esté siendo utilizado para ingresar vehículos sin pagar 
impuestos, si este mecanismo se utiliza habitualmente y se escapa de las limitaciones que establece el propio 
decreto. Los recambios se van haciendo en el Ministerio del Interior por partidas limitadas; por lo menos 
aparecen públicamente ofrecidos por partidas limitadas, de pocas unidades, pero en un proceso, 
prácticamente, continuado. 


A su vez, este tipo de recambios, en la mayoría de los casos, al no ir acompañados de procesos licitatorios y 
al no ponerse dinero en la transacción, no pasan por el Tribunal de Cuentas o por alguna instancia de control. 
El artículo 38 del TOCAFE prevé la permuta de bienes muebles e inmuebles, pero especifica que el valor sea 


equivalente o de diferencia reducida y que esta debe ser compensada en bienes o en efectivo. Entonces, me 
pregunto: ¿existe compensación en estos casos, donde la diferencia entre el valor CIF de la unidad que entra 
sin pagar impuestos y el valor de venta de mercado es muy importante e, inclusive, a veces está por encima 
del propio valor CIF? ¿Existe alguna compensación o es toda ganancia para el comerciante que, lógicamente, 
no se preocupa por si la ganancia es buena? A nosotros nos preocupa porque esa diferencia de precio es un 
beneficio que el Estado podría reencauzar o participar en parte en esa utilidad. Si existe alguna compensación 
que no conocemos, quisiéramos saber en qué consiste, cómo se instrumenta y qué volúmenes tiene en cada 
caso 


¿A qué nivel se realiza la selección de los vehículos que se recambian? ¿Cómo se toma la opción del 
recambio de vehículos? ¿Por qué han aparecido a la venta vehículos con pocos miles de kilómetros y con 
menos de un año de uso? Inclusive, tenemos constancia de alguna casa vendedora que nos asegura que el 
vehículo pertenece a determinada dependencia del Ministerio del Interior. 


Además, ¿en algún caso se utilizó este mecanismo para recambiar unidades de otras dependencias del 
Estado? Nosotros tenemos alguna información de que sí, de que hubo otras dependencias del Estado que, a 
través de esa ventanita que se estableció con el objetivo de ayudar a la seguridad pública, la vigilancia y la 
represión del delito, se recambiaron vehículos que pertenecían a otras dependencias del Estado. ¿Por qué este 
mecanismo? 


Es difícil explicarse por qué el propio Poder Ejecutivo evade el pago del impuesto que él mismo impone 
mediante estos mecanismos. Entendemos que este sistema del que estamos hablando, que regulan la ley y 
este decreto, es bueno porque permite al organismo mantener la flota y porque genera ahorros en otros 
problemas que se dan a nivel del Estado en cuanto a costos de mantenimiento, desgaste o no contar con las 
unidades necesarias cuando se precisan. Pero, justamente, para que este mecanismo pueda seguir siendo 
bueno y permita al conjunto de la Administración Pública superar un viejo problema, como es el 
mantenimiento de su flota de vehículos, debe ser bien utilizado. 


A eso se debe la disposición de examinar con los representantes del Ministerio del Interior cómo se está 
aplicando este mecanismo para ver si efectivamente se ajusta a la ley, el decreto y la conveniencia del 
conjunto de la ciudadanía. 


Hay otros ejemplos de cómo en otros niveles del Estado se efectúa este tipo de recambios. Se trata de 
ejemplos positivos de cómo las cosas se pueden hacer, a nuestro entender, mejor. En ese sentido, la subasta 
de materiales de vehículos y en desuso significó la posibilidad de que, más allá de que incialmente el cambio 
fuera tasado por 58 camionetas Toyota Hillux cero kilómetro, después de culminada la operación de subasta, 
el organismo del Estado recibiera 72 camionetas y no 58. 


Hay otro ejemplo en el Ejército Nacional donde la tasación inicial fue de siete camionetas doble cabina 
Nissan y, luego del remate, el resultado fue que se recibió veinte camionetas cero kilómetro. Con esto estoy 
marcando el volumen de la diferencia que en este caso está en juego y que es lo que nos preocupa. Se tasó en 
siete camionetas y se terminó recibiendo veinte unidades. 


Quiero insistir en un par de elementos. Según la información que tenemos, existe una flota de vehículos de 
1999 y 2000 en dependencias del Ministerio del Interior que está destinada a patrullaje. Estas unidades 
todavía no se han recambiado. Sin embargo, se recambian vehículos que en algunos casos apenas superan los 
ocho mil kilómetros y que no están destinados directamente al patrullaje. Me gustaría saber cuál es la razón. 


El segundo elemento que quiero comentar es el siguiente. Por ejemplo -para tomar un vehículo cualquiera-, 
un Renault Clio II sedán diesel de 2002 o 2003 ingresa al país con un precio CIF de U$S 6.599, El precio de 
venta en el mercado de esta unidad es, aproximadamente, de U$S 13.500. Inclusive, en los avisos de la 
prensa se oferta a U$S 13.450. Quiere decir que la diferencia es de U$S 6.951, o sea, dos vehículos. 


Esto no llegó a mí porque esté sentado en alguna oficina del Ministerio del Interior; esto llegó a mí después 
de que llegó al Ministerio del Interior. Esto mereció planteos que se realizaron ante el actual señor Ministro 
del Interior por parte de quienes de alguna manera participan en estas operaciones. Ellos han manifestado 
distintas formas de valorar esta situación. Algunos -muy fácilmente se puede individualizarlos- están muy 
contentos con esta operación porque les va muy bien; otros, están muy molestos porque la situación los saca 
totalmente de la posibilidad de participar en el mercado. 


Cuando hice estos pedidos de informes, llegaron a mi despacho representantes de diversas marcas 
distribuidoras de vehículos -que ni siquiera conocía- para manifestarme su preocupación por estos hechos que 
he compartido con la Comisión y que espero que el señor Subsecretario y sus asesores nos puedan esclarecer. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- En primer lugar, quiero señalar mi complacencia y, 
casi diría, mi emoción por estar en la Comisión que he integrado durante nueve años con mucho gusto 
y con muchísimo placer, y por reencontrarme con compañeros de todos los partidos, pero amigos 
todos. 


En segundo término, agradezco a mi amigo, el señor Diputado Rossi, las expresiones gentiles, y exageradas, 
que tuvo hacia mi persona. 


En tercer lugar, quiero disculpar especialmente al señor Ministro Borrelli porque tenía pensado viajar en el 
día de hoy a Río Branco para asistir a la firma de un acuerdo entre Uruguay y Brasil respecto a los 
ciudadanos que viven en la frontera. Realmente, él fue el firmante de todos los preacuerdos que han existido 
hasta el momento. A su vez, tenía otro tipo de actividad complementaria en el día de hoy. 


Nuestra comparecencia tan rápida en la Comisión es porque entendemos que los temas deben ser aclarados 
rápidamente; se debe dar la visión del Ministerio y actuar con la máxima cristalinidad en el caso. Más allá de 
que los pedidos de informes y las alocuciones a las que hizo referencia el señor Diputado Rossi tienen que 
ver con un momento en el que personalmente no estaba en el puesto de Subsecretario del Ministerio del 
Interior, creo que desde el punto de vista institucional existe la responsabilidad correspondiente, que 
asumimos, como es pertinente. Para ello hemos venido con los asesores a efectos de que manifiesten las 
aclaraciones correspondientes. 


Debo decir al señor Diputado Rossi que en el Ministerio del Interior -esto lo he aprendido muy rápido- no 
hay vehículos suntuarios y de trabajo; son todos de trabajo. En el día de hoy vine a la Comisión en un taxi 
porque el auto que normalmente está a disposición de la Subsecretaría estaba dedicado a una tarea 
investigativa, en este caso en un operativo de drogas. Quiere decir que no hay ningún auto que 
específicamente esté dedicado a tareas de representación. 


SEÑOR YROA.- Es un honor para nosotros, integrantes del Instituto Policial, comparecer ante esta 
Comisión y ante los distinguidos señores Diputados que la integran. 


A fin de clarificar la temática en cuestión, voy a proceder a leer la primera parte de la respuesta que se está 
elaborando en la Asesoría Técnica de Transporte para el señor Ministro del Interior, a efectos de dar respuesta 
a las ocho preguntas del pedido de informes que realizara el señor Diputado Rossi sobre este asunto. Dice lo 
siguiente. 


(Se lee:) 


SEÑOR ROSSI.- El Comisario Inspector Yroa hizo referencia a 43 vehículos marca Chevrolet que se 
recambiaron por unidades diesel H100. Quiere decir que son Hyundai y no Chevrolet. 


SEÑOR YROA.- Los que ingresaron por la licitación son vehículos Hyundai H100 y se fueron las 
Chevrolet Caravan del año 1988. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar con la lectura el Comisario Inspector Yroa. 


A fin de dar respuesta a las inquietudes manifestadas por el señor Diputado, quisiera explicar otro capítulo 
relativo al plan recambio de esta Cartera relacionado con empresas con las que el Ministerio del Interior ha 
tenido inconvenientes en ese proceso. 


Las empresas proveedoras cuya relación con el Ministerio del Interior ha planteado dificultades últimamente 
son dos. Una de ellas es Zenex Motors -Terne S.A-, representante de los autos marca KIA. Se trata de 
vehículos nafteros; sin posibilidad de ofrecer vehículos diesel, uno a uno. Por depreciación de la marca en el 


mercado de usados, ellos mismos decían que no podían cumplir con el recambio, uno a uno, y pedían dos o 
tres unidades para entregar ellos un coche diesel cero kilómetro. 


Ante su imposibilidad de cumplir, sus unidades fueron propuestas a los otros proveedores del Ministerio, 
quienes aceptaron los recambios de otras marcas, con la penalización económica que ello significa pero en 
función de futuros recambios. 


Hoy el Ministerio del Interior tiene acciones legales contra esta empresa, en el Juzgado Penal 9, debido a la 
apropiación de parte del equipamiento original de esos coches que ingresaron al país a nombre del Ministerio 
del Interior -por ejemplo, asientos traseros, tapapuertas, alzacristales, etcétera-, que no devolvió al no llegar 
al recambio y que salió a vender -cobrando los impuestos, IVA, COFIS- a las empresas proveedoras que sí 
tomaron las unidades marca KIA. 


El Ministerio del Interior no asignó estos coches a una sola empresa; fueron tres las firmas que se llevaron 
coches KIA. En algunos casos se entregaban solo con los asientos delanteros. 


La segunda empresa que últimamente ha planteado inconvenientes es BOR S.A, proveedor de Mitsubishi 
Motors. Aduciendo la crisis económica del año 2002, la referida firma tiene pendiente -creo que con esto 
respondo a una de las consultas del señor Diputado- el recambio de vehículos que está pactado desde el año 
2000. A la fecha nos está debiendo 23 camionetas, cuatro por cuatro, y no ha cumplido con ese recambio. 


Por otra parte, cuando a esta empresa el Ministerio le ofreció efectuar los recambios de la flota del año 2001, 
la firma puso una serie de condiciones que no fueron aceptadas por la Cartera. Entre las nuevas condiciones, 
BOR S.A planteaba que el estado general de las unidades usadas debían estar en buenas condiciones - 
mecánica, pintura, chapa, suspensión, caja de cambios, caja de transferencia, batería, etcétera-; la empresa iba 
a hacer esa evaluación. Las unidades no aceptadas -estoy hablando de la cantidad que tenían asignadas- 
debían ser reparadas a satisfacción de la empresa y a costo del Ministerio del Interior. En tanto, la Cartera 
debía facilitar una fuente de financiación para que se pudiera realizar esta operación de recambio. 


Evidentemente, el Ministerio del Interior no aceptó la propuesta de esta empresa que, como alternativa, 
ofrecía recambios parciales de unidades que a ellos les sirvieran y que estuvieran de acuerdo con sus 
exigencias. En consecuencia, se ofertaron los vehículos a las demás empresas oferentes proveedoras del 
Ministerio del Interior y el recambio fue absorbido por dos empresas. BOR S.A ha cuestionado ante las 
autoridades del Ministerio su pérdida en la participación de la flota de la Cartera, señalando que es contraria a 
que los vehículos de una empresa sean absorbidos por otra u otras representantes de distintas marcas. No 
obstante, olvida que el sistema que hoy cuestiona es el mismo que le permitió absorber a la propia BOR S.A 
vehículos marca Nissan de otros proveedores que en aquel momento tenía el Ministerio, como Passegi S.A, 
porque no podía cumplir con el plan recambio. A su vez, la firma BOR S.A es la misma que en el numeral 
cuarto de la nota de fecha 3 de junio del año 1999 propuso y ofreció al Ministerio del Interior el recambio de 
unidades usadas de cualquier marca -de otras empresas- por unidades similares cero kilómetro de su marca 
Mitsubishi. En ambos casos, las firmas mencionadas perdieron participación -algún número de vehículos- en 
la flota del Ministerio del Interior y las unidades que no aceptaron para recambiar -amparados en los 
artículos 33 y 38 del TOCAF- fueron ofrecidas a otros proveedores habituales de la Cartera, quienes sí las 
aceptaron. 


Con relación a lo que planteaba el señor Diputado en cuanto a esa ventanita por la que podían pasar otros 
coches que fueron recambiados a través del Ministerio del Interior, quiero ponerlo en conocimiento de que en 
virtud de tres resoluciones del señor Presidente de la República -que obran en mi poder-, 54 vehículos de 
distintos Ministerios pasaron al Ministerio del Interior contra la entrega de la misma cantidad de vehículos 
que nuestra Cartera a la Presidencia para que los rematara y administrara. Esos vehículos que vinieron de la 
Presidencia fueron recambiados por coches que hoy están patrullando las calles con motores diesel. 


SEÑORA SEFERIAN.- Como Gerenta Financiera del Ministerio del Interior quería ratificar las 
palabras del Comisario Inspector Yroa en el sentido de que los recambios no han implicado costos para 
la Cartera: no han supuesto ningún egreso de caja. 


SEÑOR MACIEL.- El señor Director de la Asesoría Técnica de Transporte mencionó a la empresa 
BOR S.A, representante de Mitsubishi Motors. En este sentido, hay una nota del 25 de enero de 2002 


en la que, reafirmando los conceptos vertidos por el Director de la ATT, el Gerente General de la firma 
expresa que: "BOR aceptó recambiar en el año 2000 por unidades Nissan que la firma Passegi S.A no 
aceptó recambiar. Esta operación implicó un importante esfuerzo económico para nuestra empresa y la 
decisión fue tomada considerando que se nos adjudicaría el recambio de otras unidades a los efectos de 
compensar la pérdida originada en la operación. (...) Finalmente, como a partir del año 2001el 
Ministerio decidió recambiar las unidades nafta por diesel, los costos de la operación se encarecen aún 
más, ya que nuestra marca no dispone de dichos vehículos". 


Esto reafirma el criterio que marcaba el Comisario Inspector Yroa: BOR S.A ahora está objetando 
públicamente y en el propio Ministerio que la Cartera ha cambiado las reglas de juego; pero se trata de las 
mimas que oportunamente aceptó esa firma y utilizó con referencia a marcas y productos de otras empresas. 


Pasando a otro punto -porque mi área no es la del transporte, sino la jurídica o administrativa- queremos 
hacer referencia concretamente a la normativa vigente, por más que en su informe el Director se ha expresado 
en forma bastante concluyente y contundente. 


El tema en cuestión se inscribe, obviamente, en la inmunidad impositiva o exoneración tributaria de que goza 
el Estado. Al respecto, más allá de la posición que vamos a expresar -elaborada por los organismos técnicos y 
jurídicos del Ministerio del Interior-, brindaré otras opiniones que hemos recabado sobre esta temática, que 
no solo se plantea en el área de vehículos, sino también de otras importaciones; recordemos que la mayoría 
de los insumos del Ministerio del Interior son importados: equipos de comunicación y de computación que si 
bien se pueden hallar en plaza, su importación evita un pago de impuestos que, en definitiva, es una mera 
transferencia interna de recursos del presupuesto del Ministerio del Interior al Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


En 2001, el Ministerio del Interior recabó las consultas jurídicas de dos prestigiosos juristas: los doctores 
Gonzalo Aguirre Ramírez y Martín Risso Ferrand, este último Decano y profesor de Derecho Constitucional 
de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica del Uruguay. La lectura va a ser breve, pero creo que es 
importante y muy ilustrativa con respecto a estos aspectos. 


Dice el doctor Martín Risso: "El Ministerio del Interior tiene a su cargo el cumplimiento de un cometido 
esencial, señalado en primer término en el artículo 168 de la Constitución [...] Sin duda el más elemental y 
tradicional cometido esencial del Estado de todos los tiempos", la seguridad pública. En segundo lugar, "La 
aplicación de tributos a la importación de bienes que realice el Ministerio del Interior nos lleva a la noción de 
autoimposición, en la medida que es la misma persona jurídica (Estado) que se grava a sí misma. Pero 
además, y dentro de dicha persona jurídica, la situación tributaria juega dentro del mismo sistema orgánico 
(Poder Ejecutivo), lo que conduce a una suerte de transferencia interna de recursos: paga el Ministerio del 
Interior y recibe el Ministerio de Economía y Finanzas.- C) De los artículos 214 y 215 de la Constitución se 
desprende que el Presupuesto Nacional contiene los recursos de cada Inciso (por programa), y autoriza los 
gastos e inversiones. Es evidente que la solución legislativa altera las previsiones constitucionales en la 
medida que se produce una suerte de no razonable transferencia de recursos, originalmente asignados a un 
Ministerio, a otra Secretaría de Estado. Asimismo la aplicación impositiva al Ministerio del Interior implica 
afectar los gastos e inversiones originalmente establecidos" -por el Parlamento- "en el Presupuesto Nacional.- 
D) En definitiva, la misma persona jurídica y dentro de ésta en el mismo sistema orgánico, se saca de un 
bolsillo (Ministerios) para colocar en otro bolsillo (Ministerio de Economía y Finanzas).- [...] En primer 
término, y recordando que la Ley N* 16.226 no estableció (no creó) la inmunidad impositiva del Estado sino 
que declaró la misma (se declara algo anterior, algo que ya existe, en este caso en la propia Constitución) 
[...]". Entonces, cabe preguntarse si las nuevas normas en materia de limitación de la inmunidad impositiva 
del Estado, por el contrario, no son declarativas, sino innovativas o constitutivas. No están declarando algo 
que ya existe con anterioridad. Y el doctor Risso reitera que esto lo hizo el artículo 463 de la Ley N* 16.226 
e, Inclusive, fue confirmado frente a la acción de inconstitucionalidad que emprendió la Intendencia 
Municipal de Montevideo contra dicha norma, cuando la Suprema Corte de Justicia confirmó, en la sentencia 
que vamos a citar, la pertinencia y la constitucionalidad de dicha norma. 


Continúa el informe del doctor Risso diciendo: "En definitiva, a esta altura parece claro que: (a) la inmunidad 
tributaria del Estado, en los términos indicados, es de principio, además de ser razonable y justa; (b) la 
declaración de la Ley N* 16.226 en la materia no hace más que evitar dudas y vacilaciones, dando claridad a 
una solución que ya surge de la propia Constitución, al menos en lo que a la persona jurídica Estado refiere; 


(c) el artículo 581 de la Ley N* 17.296 no es interpretativo de normas anteriores, ni declarativo, sino que por 
el contrario es una norma innovativa (con efectos hacia el futuro)", como es el caso de la Ley_N* 17.453. 
Asimismo, en el literal (d) el doctor Risso establece que se desprende de lo anterior que cualquiera de estas 
disposiciones limita en forma inconstitucional la inmunidad impositiva del Estado. 


Además, el doctor Martín Risso menciona el texto del artículo 463, que ya fue leído, y dice: "El Gobierno 
Departamental de Montevideo solicitó a la Suprema Corte de Justicia la declaración de inconstitucionalidad 
de la disposición legal transcripta, recayendo la sentencia N* 146 de 5 de mayo de 1997, que rechazó el 
accionamiento. [...] No sólo no es la disposición legal enjuiciada inconstitucional a juicio de la Corte, sino 
que a su vez es una norma innecesaria ya que la misma solución deriva claramente de la Constitución. [...] Lo 
que se buscó con esta disposición no fue establecer una inmunidad, sino terminar con las dudas que pudieran 
surgir en cuanto a que aquella surge directamente de la Carta". 


Por su parte, en la página final de un extenso informe, donde figuran las conclusiones, el doctor Gonzalo 
Aguirre señala: "De lo expuesto surge que la imposición a un sujeto de derecho que carece de capacidad 
contributiva es inconstitucional, pues viola el artículo. 8 de la Carta, correctamente interpretado. El Estado, 
desde que carece de recursos propios y genuinos, pues los que dispone los obtiene coactivamente de los 
particulares, carece entonces de capacidad contributiva y no puede ser objeto de imposición, como lo 
percibió nítidamente Jarach, desde la óptica del Derecho Tributario, en su clásica obra 'El hecho imponible". - 
4a) A mayor abundamiento -y ahora desde esa óptica- resulta una 'contradictio in adjectio' que rechina con 
principios jurídicos elementales, adjudicar al Estado la calidad de sujeto pasivo de la relación jurídica 
tributaria. Esta supone, por definición, la existencia de un vínculo obligacional entre el Estado, acreedor del 
tributo o 'sujeto de la relación jurídica tributaria' (art. 15 del Código Tributario) y la persona obligada a su 
pago o 'sujeto pasivo de la relación jurídica tributaria' (art. 16 del Código).- Como se señala con acierto en el 
dictamen del asesor letrado de vuestro Ministerio, Dr. Lussich Puig, que se me hizo llegar, '...como en toda 
situación jurídica, no existe obligación si hay un mismo titular del crédito y de la deuda, por operar la forma 
extintiva denominada confusión, a que refieren los arts. 1544 y siguientes del Código Civil, en lo general, y 
el art. 36 del Código Tributario en materia impositiva.- 12. Por último, y en razón de todo lo expresado 
concluyo: 1) Existe inmunidad fiscal del Estado -y de los Gobiernos Departamentales-, con carácter de 
principio constitucional resultante de la interpretación contextual de la Carta (arts. 8, 69, 85 num. 4”, 86 y 
214).- 2) En consecuencia, [...]" resultan inconstitucionales aquellas normas que pretendan desconocer dicha 
inmunidad fiscal del Estado. 


Volviendo a al artículo 22 de la Ley_N* 17.453, claramente, a criterio del departamento jurídico del 
Ministerio del Interior, esta disposición es constitutiva e innovativa en el ordenamiento jurídico por cuanto 
limita la exoneración tributaria o inmunidad impositiva del Estado y la ley solo puede ser declarativa, como 
han señalado los juristas a que hemos hecho mención. 


El decreto reglamentario de esta ley fue hecho, obviamente, por el Ministerio de Economía y Finanzas, ¿y 
qué mayor interés puede tener este Ministerio de que el del Interior o todo el Estado, al momento de la 
enajenación -en este caso concreto- de vehículos pague Impuesto al Valor Agregado y Específico Interno? 
¿De dónde salen esos recursos? De las arcas del Inciso correspondiente, en este caso, Ministerio del Interior. 
Quiere decir que esa transferencia de recursos interna entre el Estado que menciona el doctor Risso se da 
concretamente en esta situación. 


La pregunta obvia que viene a continuación es: si esto es así, si el Ministerio entiende que es inconstitucional, 
¿por qué no inicia una acción de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia? Por la razón del 
artillero: porque, más allá del entendido de parte del Ministerio del Interior de la inconstitucionalidad de esta 
normativa, la excepción de que rija esta norma esta dada para ese Ministerio en cuanto a que sus vehículos 
afectados a la seguridad pública aparecen exonerados en la norma. Y como señaló el Director de la Asesoría 
Técnica en Transporte, la interpretación de cuáles son los vehículos destinados a la seguridad pública, 
obviamente, la realiza el Ministerio del Interior, y esa afectación es la que ha marcado el Comisario Inspector 
Yroa, que es la interpretación del Ministerio del Interior en su larga exposición. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- No queremos hacer más larga esta exposición porque 
nuestra experiencia parlamentaria indica que ello termina desvirtuando la reunión, y nuestro 
propósito es, precisamente, crear un diálogo fluido con los señores legisladores a efectos de dejar 
absolutamente aclaradas todas las problemáticas que se planteen. Yo tenía detalles de la denuncia 


penal que hizo el Ministerio del Interior contra TERNE S.A.- ZENEX Motors, la empresa vendedora 
de los autos KIA, a que hizo referencia el señor Comisario Inspector; si eventualmente tenemos 
oportunidad los vamos a relatar, pero me parece que hemos sido llamados para dialogar y escuchar a 
los legisladores y para expresar que, en lo sustancial, el informe del Ministerio del Interior está 
realizado. 


SEÑOR ROSSI.- Sé que la Comisión tiene otros temas en el orden del día. Desde luego que recibimos y 
vamos a analizar en detalle la información que nos ha hecho llegar el Ministerio, pero como bien dijo el 
Inspector, él nos leyó un adelanto de la respuesta que se está preparando. Efectivamente, es solo un 
adelanto porque, si bien fue muy detallada, faltan algunos elementos fundamentales para sacar 
nuestras conclusiones sobre este tema, más allá de que seguramente van a enriquecer la visión que 
teníamos del problema las valoraciones y asesoramientos que el Ministerio nos ha hecho llegar. 


SEÑOR SUBSECRETRIO DEL INTERIOR.- Naturalmente, queremos ser muy claros en la respuesta 
al pedido de informes del señor Diputado Rossi. 


Aclaramos que ese pedido de informes entró en el Ministerio del Interior el 26 de marzo. Luego, sobrevino la 
Semana de Turismo y quien quedó a cargo de la titularidad fue quien habla, pero los servicios administrativos 
se vieron notoriamente resentidos, aunque no los ejecutivos, pues afortunadamente nuestro Ministerio tiene 
servicio continuo los 365 días del año. 


Se está trabajando específicamente en la información que ha solicitado el señor Diputado Rossi. El señor 
Comisario Inspector me señala que el trabajo está rondando las 200 páginas porque estamos tratando unidad 
por unidad desde el año 1999 -tal como fue el pedido del señor Diputado- para hacerlo lo más claro posible. 
Por lo tanto, en los próximos días, contará con esa información. 


SEÑOR ROSSI.- Precisamente hacía referencia a esa aclaración de que era el adelanto de la respuesta 
que estaban preparando porque notaba que faltaban algunos elementos. Además, aprovecho esta 
oportunidad para que se incorpore a esa respuesta que llegará por escrito el detalle de algunas de las 
cuestiones pedidas -el señor Subsecretario se adelanta a decir que así lo están preparando- y, tal vez, 
también el detalle de las preocupaciones que hemos planteado. 


Ustedes saben que cuando comenté esto con algún asesor este tema, lo primero que me dijo fue: "¿Che, estás 
seguro de este tema? ¿Cómo funcionará esto en la Intendencia Municipal de Montevideo?". Y me dijeron: 
"¿Y el auto de Arana?". 


Estaba perfectamente convencido de que en la respuesta se iba a hacer mención a la Intendencia Municipal 
de Montevideo, al proceso de renovación y a alguna anécdota más. Supongo que todas las Intendencias y que 
todos los Ministerios hacen las cosas bien; pero si no las hace bien la Intendencia Municipal de Montevideo, 
mala suerte, porque nosotros tenemos la obligación de trabajar para que se hagan las cosas bien. 


Desde luego que vamos a tomar en cuenta los informes que nos leían de los prestigiosos juristas y amigos 
que asesoraron a la Intendencia, pero tampoco ese es el tema en discusión. La Intendencia Municipal de 
Montevideo no cuenta con el Decreto N* 407, no le cabe el artículo 22 de la Ley_N* 17.453. Por lo tanto, 
preguntamos sobre la aplicación de esta ley y del decreto en el Ministerio del Interior. Y esto no es para otros 
Ministerios o Intendencias, sino para el Ministerio del Interior. 


Realmente, nos parece un poco exagerado que el señor Subsecretario tenga que venir a la Comisión en taxi 
porque todos los vehículos del Ministerio están trabajando en tareas directas de seguridad pública, como dice 
el decreto. Pero, de todos modos, respetamos que haya un gran esfuerzo en esa dirección. Sin embargo, el 
señor Subsecretario deberá comunicar al señor Ministro que no todos los vehículos están destinados a las 
razones de seguridad directamente. Quizás podamos encontrar respuestas a algunas situaciones que en ciertos 
casos derivaron en recambios, pero en otros no se hizo el recambio. 


Desde un principio tratamos de decir que estábamos de acuerdo con la Ley N* 17.453. El Inspector abundaba 
en comentarios respecto a las bondades del sistema, y nosotros estamos de acuerdo con el sistema. 
Precisamente, si estamos haciendo estas preguntas es porque la única manera de que el sistema perdure es 


aplicándolo bien, corrigiéndolo y no decir que todo anda bien, cuando hay algunas cosas que no sé si andan 
bien. No sé si andan bien porque se está estirando los procedimientos de licitación y de negociación directa. 
Del propio informe del señor Inspector surge que en algunos casos hay coches que se colocan por licitación y 
que en su renovación se cambia el proveedor. ¡Claro que esto origina conflictos! Cuando preguntaba sobre 
los H 100, no lo hacía por casualidad; lo preguntaba porque es una zona de dificultad en el conflicto. No es la 
única, hay otras, y las ha mencionado el Inspector. ¿Por qué? Porque son negocios. No soy el representante 
de las empresas proveedoras pero, evidentemente, están en competencia y procuran colocar sus productos, 
realizando sus ofertas. De todos modos, que los negocios de las empresas proveedoras vayan como puedan, 
como merezcan. Nosotros debemos preocuparnos por los intereses del Estado, del Uruguay, del Ministerio 
del Interior. 


Además, no es verdad que estas operaciones no hayan tenido un costo para el país; han tenido un costo. Por 
más que el señor Director de la Secretaría nos haya adelantado un informe jurídico que tendremos que hacer 
leer por entendidos porque no es suficiente con escucharlo, hay una diferencia importante de gravámenes - 
sobre todo en los vehículos diesel- que el Estado deja de percibir no para que ingresen al mercado general de 
venta de vehículos a los seis meses, sino para que se pueda cumplir con una función importante para el 
Estado, como es la seguridad pública. Para ello existe el Decreto N” 407. No es un trampolín para saltar por 
arriba del IMESI, del IVA o del COFIS, sino un mecanismo para que el Ministerio del Interior pueda contar 
con los vehículos sin tener que cargar con la erogación de los impuestos que pone el Estado para hacer 
funcionar las escuelas, los comedores, la salud pública y otras actividades. 


Es por esto que queremos que en la información que se nos remita se incluya cada una de las operaciones de 
recambio realizadas. Tenemos algún material, pero queremos saber exactamente la diferencia que hay, y 
después vamos a preguntarnos si se hizo un buen negocio para el Ministerio del Interior. También vamos a 
preguntarnos si fue un buen negocio para el Estado. Tengo algunos datos. Por ejemplo, en una marca hay 
U$S 6.492 de diferencia por unidad, que prácticamente es el valor CIF del vehículo; en otra marca hay 

U$S 8.871 de diferencia, superior al valor CIF; en otra marca hay U$S 4.280 de diferencia, y podemos 
seguir. Esto es mucho dinero por unidades que han tenido un flujo permanente desde 2000 y particularmente 
un flujo en este último tiempo. 


Además, es cierto que el artículo 38 prevé la permuta, como todos aceptamos, pero -como lo dije en varias 
intervenciones- no la permuta de cualquier manera sino en determinadas condiciones. Si yo estoy cambiando 
uno a uno un bien que en definitiva tiene un valor de mercado de U$S 12.000 o USS 13.000 y estoy 
recibiendo U$S 8.000, el Estado está permutando pero el país está perdiendo, aunque le convenga al 
Ministerio del Interior. En algunos casos, las unidades que se recibieron no son efectivamente mejoradas a las 
que sustituyen; también tengo detalles de que en algunos casos no mejoran las que sustituyen. Las mejoran en 
cuanto a que son más nuevas, pero no en cuanto al equipamiento de las unidades. De todos modos, este es un 
detalle. 


Por otro lado, se hizo referencia a que hubo más de una resolución del Poder Ejecutivo que habilitó que por 
esa ventanita salieran unidades, procedimiento que no aparecía en el decreto. Es peligroso que el Poder 
Ejecutivo tome decisiones que después se encarga de hacerse trampas al solitario. Porque los Rover de la 
Presidencia de la República no tenían que comercializarse por esa ventanita de esa forma. Llegamos a la 
conclusión que los Rover de la Presidencia, que se habrán comprado por algún motivo y que no se sabía qué 
hacer con ellos porque resultaba muy caro mantenerlos en el garaje -todavía hay alguno- del Edificio 
Libertad, había que venderlos o recambiarlos de manera especial, pues el Poder Ejecutivo tenía posibilidades 
de hacerlo sin a hurtadillas pasar por la ventanita que le abre el Decreto N* 407. Eso no es serio. La 
Presidencia de la República, estirando un decreto que está hecho para una función específica, promovió -a lo 
mejor con un buen fin y con el objetivo más loable- la comercialización de vehículos que en plaza tenían un 
valor muy importante y que significaban para el Estado un patrimonio que debía ponerse en uso. Pero podía 
haber caminos más transparentes para poner esto en uso. 


Estas decisiones son tomadas por alguien en el Ministerio del Interior; seguramente será el señor Ministro en 
última instancia. En cada caso, cada una de estas operaciones de recambio que se han venido sucediendo en 
el tiempo, son firmadas por alguien. El señor Ministro del Interior, cuando toma estas resoluciones, será 
asesorado por alguien; alguna persona hará los estudios, las inspecciones de los vehículos, las tasaciones, 
alguien aconsejará estas operaciones. Nosotros queremos saber cómo es este procedimiento en concreto, no 
en la teoría. Inclusive, seguramente habrá un expediente en cada caso y nos gustaría conocer cómo se llegó a 


esas decisiones. Por ejemplo, debe haber alguna razón para que se venda un Peugeot 206 con ocho mil 
kilómetros en una automotora de Carrasco. Algo pasó en ese vehículo o alguien se volvió loco; alguna razón 
debe haber. 


Espero que la información llegue a la brevedad para sacar conclusiones y tomar, si es necesario, los caminos 
que corresponda. 


SEÑOR BARRERA.- Como dice el señor Diputado Rossi, habiéndose cumplido hoy once días hábiles 
del pedido de informes sobre un episodio del año 1999, nos parece que es un tiempo no solo oportuno y 
sensato para esperar la respuesta del Ministerio del Interior, sino que se da el caso -en mi corta 
experiencia legislativa- que es la primera vez que ante un pedido de informes ya van casi doscientas 
páginas de contestación. Solo eso es un argumento contundente para haber llenado de contenido la 
participación del Ministerio del Interior, esperando los resultados finales del pedido de informes. 


Quiero realizar alguna apreciación y me gustaría que algún funcionario del Ministerio pueda rectificarla o 
ratificarla. 


El día 4 de diciembre de 2001, la Intendencia Municipal de Montevideo emitió un comunicado acerca de 
cómo era el sistema de renovación de la flota de vehículos. Concretamente, sobre un pedido de informes del 
Partido Nacional en la Junta Departamental de Montevideo se pregunta sobre la adquisición de un automóvil 
Peugeot 607 para uso del señor Intendente Mariano Arana. Estamos hablando de un automóvil concreto para 
el uso del señor Intendente Municipal de Montevideo. No vamos a citar todo el comunicado sino el último 
párrafo. Se dice que el sistema resulta un claro ejemplo de ahorro y de buena administración, ya que el nuevo 
mecanismo permite mantener una flota permanentemente actualizada sin ningún costo para los 
montevideanos. Por lo tanto, lo que exhorta la Intendencia Municipal de Montevideo es que en aras del 
ahorro y de la buena administración, los demás organismos del Estado tengan el mismo sistema y apliquen 
los mismos mecanismos transparentes que lleva adelante la Intendencia. Me resulta llamativo que cuando 
este mecanismo es realizado por el Gobierno Departamental es bueno y es el camino a seguir, y que cuando 
el mismo procedimiento es realizado por la Administración Central o por la Presidencia de la República -el 
señor Diputado Rossi incorporó a la Presidencia en la comparecencia del Ministerio del Interior a la 
Comisión-, es malo. Es más transparente y cristalino, de buena administración y un ejemplo a imitar cuando 
es para el uso de una figura municipal y no lo es cuando se aplica por el Ministerio del Interior. Lógicamente, 
por una mínima formación jurídica nos damos cuenta que son órbitas y ámbitos distintos de aplicación 
jurídica. Se dice que no puede ser comparable porque uno tiene una legislación o un texto de legislación y 
otro tiene otro distinto. Creemos que más allá de que se establezca con claridad que es para los referidos a los 
que la reglamentación establece para el Ministerio del Interior, si es un ejemplo de buena administración y de 
ahorro de los fondos públicos creo que debe tenerse el mismo criterio en un lado que en el otro. Digo esto sin 
entrar en el fondo de la discusión, porque independientemente de si está bien en el caso concreto o no, lo que 
resulta llamativo es que pueda haber dualidad de criterios. 


Haré una pregunta netamente jurídica. El TOCAF, en su artículo 33, establece: "Todo contrato se celebrará 
mediante el procedimiento de la licitación pública, cuando del mismo se deriven gastos de funcionamiento o 
de inversión o salidas para el Estado, y por remate o licitación pública cuando se deriven entradas o recursos. 
No obstante, podrá contratarse: (...)" y luego establece, concretamente, tres situaciones. 


A los efectos de dar transparencia y cristalinidad a la información pregunto ¿por qué no se hizo uso del 
artículo 33 del TOCAF? 


SEÑOR PRESIDENTE. El señor Diputado Rossi quiere hacer una constancia política en base a lo que 
expresó el señor Diputado Barrera. 


Solicito que el señor Diputado Rossi exprese su constancia por alusión, después contesta el Ministerio del 
Interior y si no hay inconveniente finalizamos este tema y hacemos un pequeño cuarto intermedio para luego 
continuar con la sesión. 


SEÑOR ROSSL.- Si se revisan las versiones taquigráficas se verá que la respuesta del Ministerio del 
Interior es la que hizo mención a una resolución del Poder Ejecutivo. 


Respecto a la Ley N* 17.453 y su aplicación en otras dependencias, en primer lugar, no tiene el Decreto 
N* 407 como ha quedado claro que solo está dirigido al Ministerio del Interior; en segundo lugar, hay un 
problema de plazos del recambio, lo que económicamente también regula la diferencia. No es lo mismo 
vender en plaza un auto de un año de antigúedad que vender uno que tenga dos o tres años de vida. 


El sistema es bueno, pero hay que usarlo bien y no abusar, para poder seguir usándolo. 


SEÑOR MACIEL.- No soy quien para dar clases de Derecho, más allá de que las imparto en la 
Facultad de Derecho y tengo colegas como el doctor Barrera y aquí están presentes distinguidos 
juristas como los doctores Lacalle y Díaz Maynard que seguramente podrían saber mucho más que yo 
sobre el tema. 


Los servicios jurídicos de la Intendencia han interpretado que no es aplicado el procedimiento de recambio en 
la licitación prevista en el artículo 33. Como leía el doctor Barrera, está previsto en el TOCAF, en el 

artículo 33, para que el Estado celebre licitaciones cuando del mismo se derivan gastos de funcionamiento o 
de inversiones habidas para el Estado. La contadora y gerenta financiero ha ratificado que estas hipótesis no 
se dan; en la medida que no hay gastos de funcionamiento ni salidas para el Estado no es procedente ni 
aplicable la licitación. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DEL INTERIOR.- Para culminar decimos que estamos permanentemente 
a la orden de la Comisión y de todos los legisladores para darles toda la información posible que hay al 
respecto. Está trabajando directamente el señor Director de la Asesoría Técnica de Transporte, 
Comisario Yroa, en este tema. Lo que sucede es que estamos en las doscientas páginas, en tanto se está 
haciendo vehículo por vehículo la historia -entre comillas- desde el año 1999. De manera que 
seguramente en pocos días el señor Diputado tendrá en sus manos el informe. 


Muy brevemente retomaré el tema por unos instantes. Me habría gustado participar de esta polémica con los 
ex colegas y colegas de corazón. Toda exoneración siempre supone un costo para el Estado. Cualquier 
exoneración, en cualquier ámbito que se produzca, supone un costo para el Estado, ya sean Ministerios, 
Intendencias, Entes Autónomos, Poder Legislativo. Siempre hay un costo por omisión. 


Haré una última anotación respecto a la adjetivación que utilizó con su vehemencia y brillantez habitual el 
señor Diputado Rossi, quien dijo que los vehículos de la Presidencia de la República fueron, a hurtadillas, 
afectados, es decir, vendidos. Eso no fue así. Son resoluciones de los Ministerios de Economía y Finanzas y 
del Interior, de la Presidencia de la República. Está la fecha, la resolución correspondiente y eso es publicado, 
inclusive, con la firma del Presidente y de los Ministros. Se podrá discutir el acierto o el desacierto pero no 
cabe duda de que aquí no hubo nada oculto, que fue muy claro y que no fue a hurtadillas. 


Quiero agradecer por haber estado presente en esta Comisión, en la que tuve mucho gusto de participar. 


Solo quiero aclarar un punto. Todas las menciones que se hicieron por parte de la delegación del Ministerio 
del Interior a Intendencias -específicamente, en este caso, a la Intendencia de Montevideo- no fueron en 
absoluto con una connotación política. Muchas veces se entiende que porque determinadas instituciones -en 
este caso una Intendencia- tengan otra orientación política, cuando se hace una anotación se está haciendo 
una alusión de tipo político. No es nada por el estilo. Estamos de acuerdo con lo que hizo la Intendencia de 
Montevideo y simplemente por el prestigio de los letrados que allí intervinieron es que hemos hecho alusión 
a ellos. Créame señor Diputado Rossi que de ninguna manera quisimos introducirnos en la interna de ningún 
partido porque no corresponde y porque venimos aquí como Representantes del Poder Ejecutivo, 
específicamente del Ministerio del Interior. Lo nuestro fue, exclusivamente, brindar una información objetiva 
y lo que nosotros pensamos de ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
agradece la presencia del señor Subsecretario del Interior y de sus asesores y pasa a un cuarto 
intermedio de tres minutos. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


